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DELEGADO ] 
DE Señor Representante Alvaro F. Lorenzo. 
SECTOR: 


SEÑOR PRESIDENTE (Borsari Brenna).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
SEÑOR LORENZO.- Voy a hacer una aclaración. 


En la prensa del día de hoy, en un recuadro del diario "El País", aparece una parte muy corta de unas extensas 
declaraciones que hice respecto a los cambios en el Ministerio del Interior y una referencia inexacta en el 
sentido de que ese asunto se trataría en oportunidad de la concurrencia del señor Ministro, en la primera 
semana de junio, a la Comisión. Yo no dije eso, no está planteado ni tengo la intención de hablar de ese tema 
con el señor Ministro cuando comparezca aquí, en ocasión de considerar la modificación del artículo 222 y el 
tema de la minoridad infractora, que es la razón de la convocatoria. 


Esto lo quiero decir tanto para los Diputados del oficialismo como para los compañeros de mi Partido, porque 
lo que en la sesión pasada discutimos, acordamos y votó la Comisión se mantiene, por lo menos de mi parte, 
en todos sus términos. Eso no significa que no se entienda conveniente, en algún momento, contar con la 
presencia del señor Ministro del Interior para analizar la situación del Ministerio, en un marco de reflexión y 
de discusión, así como las políticas a llevar adelante, sobre todo considerando que ya estamos a mediados de 
2006 y se sigue sin recibir algunos proyectos que estaban siendo anunciados respecto de varios temas que 
están en la órbita de esa Cartera. El tema cárceles, en particular, es muy sensible. El señor Ministro había 
anunciado, eventualmente, un proyecto de modificación de la estructura institucional y de la Dirección de 
Cárceles, inclusive con la opinión a priori de constituir el Instituto Nacional de Rehabilitación, cuya 
localización institucional dentro del Ministerio del Interior podría ser cambiada o modificada. Me estoy 
refiriendo a una de esas tantas ideas que desde el 4 de abril de 2005, en la comparecencia del señor Ministro 
en la Comisión, se estaban planteando. 


En algún momento -fuera del ruido que están generando estos cambios- sería bueno contar con la presencia 
del señor Ministro para reflexionar sobre estos puntos. Esto lo digo sin perjuicio del comentario inicial en 
cuanto a que, bajo ningún concepto, es mi intención -puede ser la intención de otros, eventualmente- que en 
la comparecencia del señor Ministro, el 1* de junio, se hable de estos temas, ya que estará convocado para un 
asunto muy específico como lo es el de la minoridad infractora y el proyecto del señor Diputado Lacalle Pou 
respecto del artículo 222 del Código de la Infancia y la Adolescencia. 


SEÑOR SALSAMENDTI.- Mi intervención es por otro tema. 


Se nos repartió en el día de hoy una nota enviada por la Junta Departamental de San José que hace referencia 
a un planteamiento efectuado por la Junta Departamental de Lavalleja, respecto a la posibilidad de que el 
grupo sanguíneo pudiera ser incluido en el documento de identidad. 


Sería interesante -no sólo por este planteo sino para poder ver otros temas- invitar a la Dirección Nacional de 
Identificación Civil a esta Comisión, a los efectos, en primer lugar, de ver si esta propuesta es posible y, en 
segundo término, discutir entre todos, aunque sea mínimamente, la posibilidad de ir hacia la unificación de 
los diversos documentos existentes en este país, que hacen que uno tenga que ir cargando distintos 
documentitos según lo que vaya a hacer. No lo estoy planteando formalmente ahora, pero sería importante 
coordinar de manera que este asunto estuviera en la agenda de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Será atendido su pedido. 


Se entra al orden del día. Correspondería considerar el asunto que figura en primer término, "Código de la 
Niñez y la Adolescencia. (Modificación del artículo 222", pero según hemos acordado, el tema será tratado la 
semana próxima. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en segundo término del orden del día: "Aniversario de la Batalla de 
Las Piedras. Se declara feriado no laborable para el departamento de Canelones el 18 de mayo de cada año)". 


(Diálogos) 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar su archivo. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en tercer término del orden del día: "Juan Alberto 
Bonnet. (Designación a la Plaza de Deportes de la ciudad de Colonia Valdense, departamento de Colonia). 


(Diálogos) 


Si hay acuerdo, propondría hacer una consulta en la mañana de hoy para ver si lo podemos votar. Si no, 
propondría que el tema fuera tratado el día miércoles. 


(Apoyados) 


Se pasa a considerar el asunto que figura en cuarto término del orden del día: "Vehículos automotores". 
(Se establecen normas sobre detención, inmovilización, traslado y matriculación)". 


Como ustedes ven, el proyecto de ley que ya habíamos presentado en la Legislatura anterior procura 
solucionar el problema que nos afecta desde hace años, que tiene que ver con la matriculación de vehículos 
automotores y el pago del tributo de patente de rodados. Todo esto se ha inscripto en lo que en el país se 
llamó la "guerra de las patentes". Pienso que estos tres artículos pueden dar un marco para solucionar este 
tema. 


Es así que, por ejemplo, en el artículo 2” se dice: "Los propietarios o poseedores de vehículos deberán 
matricularlos y pagar el tributo de patente de rodados en el departamento donde tengan domicilio, residencia, 
domicilio empresarial, consultorio o escritorio profesional, a su elección". Se da la posibilidad a aquellos que 
tengan residencia en un departamento pero también trabajen en otro de elegir en cuál de ellos matricularán su 
vehículo. Nosotros creemos que esto puede ir en favor de lo que muchas veces se ha hablado, sobre todo en 
el Congreso de Intendentes, respecto de evitar ese problema que siempre se genera en distintas ocasiones 
históricas de nuestro país. 


SEÑOR ORRICO.- Me parece que acá hay dos problemas, independientemente del fondo del proyecto 
de ley, sobre el que no me voy a pronunciar ahora. 


Por un lado, habría que comunicar sobre este proyecto de ley al Congreso de Intendentes; por otro, existe en 
esta Cámara una Comisión Especial que está estudiando la Ley Orgánica Municipal: la Comisión Especial de 
Asuntos Municipales y Descentralización. Me da la impresión de que este tema debería estar allí o, por lo 
menos, debería informársele de que este proyecto existe. 


En principio, son estas las consideraciones que me merece, no el proyecto en cuestión sino el trámite que 
habría que hacer. Me parece elemental que el Congreso de Intendentes reciba esto; si no se los quiere recibir, 
que se envíe por escrito o que alguien haga algo porque esto está directamente relacionado con normas 
relativas a la actuación de los Intendentes. 


De todas maneras, en este momento no estamos en condiciones de votar este proyecto de ley. 


SEÑOR ALONSO.- Son de recibo los dos planteos que hace el señor Diputado Orrico; entiendo que los 
dos tienen cierta significación, pero de todas maneras quisiera plantear lo siguiente. Sin duda, se trata 
de una materia que también es competencia de esta Comisión; entonces, propondría que le diéramos 
un tratamiento que va a mitad de camino de lo propuesto: que esta sea la Comisión que solicite la 
información al Congreso de Intendentes, que avancemos un poco en la consideración del proyecto y 
que oportunamente resolvamos su derivación a la Comisión Especial, en caso de que habiéndole dado 
un tratamiento primario evaluemos en un sentido o en otro, es decir, si corresponde que el proyecto sea 
considerado en la Comisión Especial o no. 


Es ese el temperamento con el que contemplamos las inquietudes y las competencias, porque tampoco me 
quedaría demasiado tranquilo si cada tema que viniese y hubiera una Comisión Especial lo fuéramos 
derivando; entiendo que la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene 
que mantener su ámbito de competencia. 


SEÑOR ORRICO.- Eso está claro. 


SEÑOR ALONSO.- Sin perjuicio de que después podamos resolver su derivación, propongo que 
sigamos tratando el tema en la Comisión y que a tales efectos solicitemos al Congreso de Intendentes 
que se expida respecto del proyecto de ley. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Lo que queremos plantear es que se dé cuenta a la Comisión Especial de 
Asuntos Municipales y Descentralización y que, a los efectos de este tema o de cualquier otro que 
eventualmente tenga que ver con esta materia, lo integremos en la discusión. En un sistema de 
Comisión integrada, quien cita para la integración es la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración. Esto es lo que estábamos planteando; no implicaba abdicar 
competencia o derivar el proyecto al tratamiento exclusivo de la Comisión Especial de Asuntos 
Municipales y Descentralización. 


SEÑOR ALONSO.- Me parece bien el criterio de dar cuenta; después será producto de consideración 
dentro de la Comisión Especial y de esta Comisión, si solicitamos la integración de las dos o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa verá cómo arbitra el tema de dar cuenta porque no está previsto en 
el Reglamento. 


Me acota la señora Secretaría que el proyecto de ley fue repartido a todos los legisladores. 


SEÑOR ALONSO.- La vía puede ser una resolución de esta Comisión: la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración ha resuelto dar cuenta a la Comisión Especial de 
Asuntos Municipales y Descentralización que está considerando tal asunto, para lo cual se ha pedido 
opinión al Congreso de Intendentes a los efectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se comunicará al Congreso de Intendentes, se le pedirá opinión, y 
se dará cuenta a la Comisión Especial, manteniendo el asunto en el orden del día de esta Comisión. 


En consideración el quinto punto del orden del día: "Miembros de órganos de contralor interno que 
representen a Entes Autónomos o Servicios Descentralizados en emprendimientos o asociaciones con 
entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras". 


SEÑOR SALSAMENDI.- En la exposición de motivos está planteado con absoluta claridad el tema por 
el cual se envía este proyecto de ley de parte del Poder Ejecutivo. En definitiva, lo que se plantea es 
reputar como funcionarios públicos, a los efectos de la eventual responsabilidad, tanto desde el punto 
de vista civil como tributario, etcétera, a quienes ocupen cargos en los órganos de contralor interno, de 
sociedades anónimas eventualmente designadas por el Estado, o sea, donde el Estado haya constituido 
una sociedad anónima, ya sea con el cien por ciento del capital accionario o eventualmente por alguno 
de los diferentes mecanismos que se prevén en la Constitución de la República. Como señala el 
proyecto de ley, esta norma estaba prevista para los miembros de los Directorios, pero no estaba 
prevista expresamente para quienes ocupen cargos en los órganos de contralor interno de los mismos. 
Por lo tanto, lo que en principio pretende este proyecto de ley es solucionar un problema de asimetría, 
diría, un olvido en la ley. En función de estos argumentos, que nos parecen de estricta justicia y de 
elemental sentido común, se propone a esta Comisión la aprobación de este proyecto. 


SEÑOR LORENZO.- Comparto el sentido del proyecto de ley, pero se podría plantear una situación 
un poco compleja, que es la nominación de miembros de órganos de contralor interno de sociedades 
que no lo sean necesariamente en representación del socio Estado. Por ejemplo, de común acuerdo en 
una asamblea de accionistas se podría nombrar un síndico. Es todo un tema. Digo esto a los efectos de 


que se interprete claramente que esto rige cuando actúan en representación del Estado, igual que los 
Directores de esa sociedad. Lo que pasa es que los Directores de una sociedad siempre actúan en 
representación de un socio, sobre todo en las sociedades mixtas o de propiedad pública. En el caso de 
los órganos de contralor interno no necesariamente actúan en representación de socios sino que pueden 
ser nombrados de común acuerdo y consenso por la sociedad, en algunos casos porque se trata de 
órganos de integración unipersonal. 


Me parece que son relevantes estas precisiones a los efectos de que no entre dentro de la condición de 
funcionario público gente que no lo es, más allá de que la voluntad del socio Estado, tanto sea 
Administración Central o Ente Autónomo o Servicio Descentralizado, haya contribuido a su nominación o 
designación. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Estoy de acuerdo. De todos modos, creo que eso está salvado con cierta 
claridad en el texto. En el artículo único se señala: "Los miembros de los órganos de contralor interno 
que representen a los Entes Autónomos o Servicios Descentralizados [...]"". 


El inciso segundo dice: "El Ente Autónomo o Servicio Descentralizado que los haya designado será 
responsable frente a la persona jurídica [...]". Por lo cual, creo que eso está salvado. 


Por otra parte, quisiera simplemente hacer una aclaración que es obvia, pero imprescindible. Nosotros no los 
consagramos como funcionarios públicos; lo que se determina aquí es que su responsabilidad, civil, 
tributaria, etcétera, será analizada como si fueran funcionarios públicos 


Por lo tanto, creo que es extremadamente correcta la observación que hizo el señor Diputado Lorenzo. Mi 
impresión es que en el proyecto ya está salvada esa posibilidad; es decir que en este caso no deberíamos 
realizar ninguna corrección en términos de redacción para dejar mejor planteado ese tema. 


SEÑOR CÁNEPA.- Me parece correcta la fundamentación dada por el señor Diputado Salsamendi y la 
precisión establecida por el señor Diputado Lorenzo. Es bueno que en la versión taquigráfica de la 
discusión de este proyecto de ley quede plasmado el espíritu de los legisladores que vamos a votar, el 
alcance que le estamos dando más allá de la letra y la voluntad existente. 


Como decía el señor Diputado Salsamendi, lo importante de este proyecto lo incluimos dentro del alcance, no 
tanto del artículo 24 de la Constitución de la República, que es genérico y que establece las responsabilidades 
del Estado, sino del artículo 25, que es la capacidad de actuar por parte del Estado contra aquel funcionario 
que, con dolo o culpa grave, comete algún acto de administración que termina ocasionando un perjuicio para 
el Estado por su acción. 


Creo que los miembros de los órganos de contralor interno que representen a los Entes Autónomos o 
Servicios Descentralizados deben estar alcanzados no solo por esa responsabilidad tributaria sino también por 
la responsabilidad funcional frente al Estado, y si cometen algunos de estos hechos por dolo o culpa grave, 
deben responder por ellos como cualquier otro funcionario público, de acuerdo con el artículo 25. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Simplemente, quiero dejar una constancia porque la cuestión no es de fácil 
solución en este momento. 


Hay un proyecto de ley recientemente aprobado por el Senado de la República -no sé si en Comisión o en el 
plenario- respecto a la posibilidad de asociaciones de las Intendencias o Administraciones Municipales con 
entes autónomos o servicios descentralizados de carácter nacional, así como la posibilidad de participar o 
asociarse eventualmente con privados. Me parece que en ese caso sería necesario analizar cómo impacta en 
este proyecto porque, como decíamos, puede haber miembros de órganos de contralor interno que 
representen a las Intendencias Municipales. Como siempre, la duda va a ser cuál es el límite de la ley 
nacional en ese aspecto. En mi opinión no debería haber dudas ni discusiones, pues no estaría afectada en 
absoluto la autonomía municipal; por el contrario, es claramente terreno de la ley nacional. 


De todos modos, yo insistiría en que aprobemos este proyecto de ley teniendo presente que cuando 
eventualmente tratemos el de Gobiernos Municipales, lo analicemos con cierto detenimiento a efectos de que 


no colida con este planteo; en principio, creo que no, pero quería hacer la advertencia para que lo estudiemos 
particularmente. 


SEÑOR LORENZO.- Con este proyecto de ley estamos modificando la Ley N' 16.736, de 5 de enero de 
1996, que en el inciso segundo del artículo 738 establece: "[...] El Estado, Ente Autónomo o Servicio 
Descentralizado que, en su caso representen [...]". Me parece que hay que despejar la redacción de esa 
ley. 


En el artículo único del proyecto se establece: "Los miembros de los órganos de contralor interno que 
representen a los Entes Autónomos o Servicios Descentralizados [..]". Yo establecería: "que representen al 
Estado, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados", despejando la redacción de la ley. 


En una interpretación laxa -no considerando como Estado central- estarían incluidas las Intendencias 
Municipales, sin perjuicio de analizarse, cuando llegue ese proyecto a esta Comisión, lo que plantea el señor 
Diputado Salsamendi, que es muy correcto. 


(Se suspende la toma de versión taquigráfica) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la toma de la versión taquigráfica. 


Está en consideración el proyecto de ley sin modificaciones. 
(Se vota) 

——COcho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Queda aprobado el proyecto de ley. 


Se designa al señor Diputado Cánepa como miembro informante. SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a 
considerar el séptimo punto del orden del día: "Responsabilidad civil del Estado por daños causados a 
terceros en la ejecución de servicios públicos". 


SEÑOR CÁNEPA.- Este proyecto fue presentado el año pasado y ya tuvo algunas instancias de 
discusión en esta Comisión. Antes de la aprobación de la Ley de Presupuesto se propuso alguna 
modificación al texto por parte del señor Diputado Ortuño, que hoy no ha podido asistir a la Comisión. 


Todos los integrantes de la Comisión son conscientes de que a partir de la Ley de Presupuesto se ha creado 
un nuevo ámbito institucional en el Ministerio de Educación y Cultura, la Dirección de Asuntos Legales, 
Constitucionales y Registrales. Precisamente, en su momento le fue comunicado al Subsecretario, doctor 
Felipe Michelini, la razón por la cual se creaba esta Dirección y,como fruto de ello, algunos de los lugares 
institucionales en los cuales se iba a evaluar todo el tema de la defensa del Estado y el de la repetición, a 
partir del artículo 25 de la Constitución. 


Vamos plantear aplazar el tratamiento de este proyecto para la próxima semana porque quien había propuesto 
las modificaciones, el señor Diputado Ortuño, hoy no ha podido asistir. 


Quería dejar la constancia en la versión taquigráfica porque, en su momento, este proyecto sufrió una larga 
espera y en esta misma Comisión se dijo que íbamos a esperar algunos cambios de diseño institucional que 
preveíamos que iban a mejorar la iniciativa como un instrumento para la mejor defensa del Estado en los 
casos en que sufre perjuicios por actuaciones de sus funcionarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto. Se seguirá incluyendo en el orden del día en el mismo 
lugar. 


Antes de continuar con el orden del día, le damos la palabra al señor Diputado Rodríguez Servetto. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- Quiero aprovechar este momento para solicitar a los integrantes 
de esta Comisión que en la próxima sesión se incluya el tratamiento de dos proyectos de ley sobre el 
tema de las usurpaciones. En particular, me interesa el que corresponde al Repartido N” 538, Carpeta 
735, en el que se estuvo trabajando arduamente. Está firmado por los señores Diputados Casaretto y 
por quien habla, y también fue tratado con representantes del oficialismo. 


El otro, correspondiente al Repartido N? 475, Carpeta N* 618 de 2005, que refiere al mismo tema, ocupación 
de inmuebles, está firmado por el señor Diputado Germán Cardoso y creo que deberíamos tener la gentileza 
de considerarlo. 


En ambos se propone la modificación, con diferentes redacciones, del artículo 854 del Código Penal. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Serán incluidos en su momento en el orden del día. 


SEÑOR SALSAMENDI.- No tenemos ningún inconveniente en la incorporación al orden del día de 
estos proyectos en el momento en que la Presidencia lo entienda conveniente. Sí planteamos 
formalmente que al momento de tratarse, aunque no es un tema departamental sino que tiene alcance 
nacional, de todos modos, además de invitar a los autores del proyecto que no integran la Comisión, 
solicitaríamos que se invite a todos los Representantes del departamento de Maldonado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay inconveniente. 


SEÑOR ORRICO.- Leí los proyectos hace bastante tiempo, pero tengo entendido que uno de ellos 
plantea una modificación a partir del Decreto-Ley N” 14.219. El señor Diputado me dice que es así, por 
lo cual deduzco que es la iniciativa en cuya redacción participé, aunque no puse la firma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el séptimo punto del orden del día: "Locales Ocupados. 
Se faculta al Ministerio del Interior para desalojarlos". 


En discusión. 
Como voy a fundamentar este proyecto, solicito al señor Diputado Cánepa que ocupe la Presidencia. 


(Ocupa la Presidencia el señor Diputado Cánepa) 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Señor Presidente: este proyecto de ley que hemos presentado ya hace 
casi un año se refiere a un procedimiento que fue derogado por el Poder Ejecutivo, que había sido 
establecido en un decreto que arbitraba las desocupaciones de los locales comerciales, industriales, de 
entes públicos, etcétera, cuando fueran ocupados. 


En esa ocasión se presentaron otros proyectos de ley por parte de otras bancadas del Partido Nacional y que 
están a consideración del Poder Legislativo. 


Se ha creado desde aquel momento, bajo nuestro punto de vista, un vacío legal que ha devenido en una 
situación nociva para nuestro país: la ocupación de locales industriales y comerciales sobre todo, aunque 
tampoco fue ajeno a esto algún local del Estado, creo que del CODICEN, lo que crea en la sociedad un 
problema muy difícil de resolver. 


El decreto del año 1966, que fue derogado, por lo menos establecía un procedimiento. El señor Ministro nos 
dijo en esta Comisión que se pretendía tener un marco legal y no un decreto, para solucionar el tema. Han 
pasado meses y esta situación no se ha resuelto sino que se ha agravado. 


Hemos visto en la prensa el anuncio del Poder Ejecutivo, por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, en cuanto a su voluntad de legislar en esta materia así como de atender este asunto por medio de un 
decreto. 


El decreto del año 1966 fue atacado, de alguna manera, porque precisamente no se establecía un 
procedimiento legal, sino una disposición surgida del Poder Ejecutivo de la época. 


A los efectos de subsanar el aspecto formal frente a este tipo de acciones -es decir, la ocupación de locales 
comerciales e industriales, centros de enseñanza públicos o privados y distintos organismos públicos-, de 
manera que estos locales pudieran ser desocupados, nosotros presentamos el proyecto de ley a los efectos de 
que esto tuviera un apoyo que emanara del Poder Legislativo. 


Por eso creo importante el tratamiento de este tema aquí. Y sería importante que el país tuviera una ley que 
arbitrara este tipo de situaciones. Sabemos que en la discusión de fondo hay distintas opiniones. Hay quienes 
consideran que la ocupación es una extensión del derecho de huelga y quienes opinamos que la ocupación no 
es una extensión del derecho de huelga. 


Bienvenida la discusión. Nosotros creemos que la ocupación, definitivamente, no es una extensión del 
derecho de huelga. Por supuesto que debe ser respetado el derecho de huelga que tienen todos los 
trabajadores en nuestro país, que además tiene rango constitucional. Me atrevo a hablar en nombre del 
Partido Nacional porque, a pesar de tener varios proyectos de ley presentados, todos concuerdan en algo: 
debe irse hacia una solución de este problema rápidamente, porque aqueja a los trabajadores, a los 
empresarios y a nuestro país. 


Por estas razones creemos que este tipo de solución debería ser tratado rápidamente. Con esto le daríamos al 
Poder Ejecutivo, al Estado y al país un instrumento para solucionar conflictos sociales, que todos queremos 
que se solucionen por la vía pacífica. 


(Asume la Presidencia el señor Representante Borsari Brenna) 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, debo decir que la ocupación no es una extensión del derecho de 
huelga, como si fuera un derivado. En realidad, eso conceptualmente no está bien, porque la ocupación 
es el derecho de huelga. Es uno de los tantos contenidos que el derecho de huelga como tal tiene. 


Esta concepción naturalmente que no es de este Diputado ni de su bancada, sino la que tiene, unánimemente, 
la doctrina nacional. El único matiz que se puede señalar aquí es el que sostiene el doctor Pérez del Castillo, 
que dice que la ocupación es ilícita cuando se dan determinadas condiciones, que no corresponde analizar 
acá. 


En todo caso, si hubiera alguna opinión contraria -que podría haberla y uno la desconociera, pero me parece 
raro, porque he tratado de bucear en todo lo que había sobre este tema-, es abrumadoramente mayoritaria la 
posición que sostiene que la ocupación es el derecho de huelga, ya sea en los trabajos de Ermida, Mantero, 
Plá Rodríguez, etcétera. Inclusive se puede mencionar que a fines de la década de 1940 o principios de la de 
1950 se publicó un libro por Couture y Plá Rodríguez, donde se pronuncian diciendo que la ocupación no 
forma parte del derecho de huelga. Es el único trabajo que he logrado detectar que tiene una opinión de ese 
tipo, opinión que luego los autores cambiaron y dijeron que se habían equivocado, como ha pasado en tantas 
cosas. 


Eso en cuanto a lo doctrinario. Desde el punto de vista jurisprudencial, por lo menos en los últimos cuarenta 
años, yo no conozco ningún fallo que no reconozca la ocupación como parte del derecho de huelga, no como 
extensión. 


Realmente, al principio hubo algún atisbo, algún fallo que dio carácter de ilícito a la medida, pero 
rápidamente la jurisprudencia le pasó por encima a eso y hoy no hay nadie en la jurisprudencia nacional que 
sostenga que la ocupación no forma parte del derecho de huelga. El último fallo públicamente trascendente 
que hubo fue a raíz de los acontecimientos que se dieron en una imprenta, que dio lugar al procesamiento de 
sus ocupantes. El procesamiento de los ocupantes no fue por la ocupación, y así lo dice expresamente el Juez 
en su sentencia. Inclusive, el Juez defiende la ocupación como parte del derecho de huelga y cita ocupaciones 
absolutamente exitosas como la de FUNSA, que luego dio lugar a que se mantuviera una industria que para 
el barrio Villa Española forma parte de su corazón. 


Entonces, aun los fallos más recientes están reconociendo la ocupación como parte del derecho de huelga. 


Todo esto va de suyo porque, naturalmente, este proyecto tiene mucho tiempo, como dijo el señor Diputado 
Borsari Brenna. Pero, repasándolo ahora, me encuentro con el artículo 1” que, en realidad, parte de la base de 
que la ocupación es un ilícito. Ahí dice "Facúltase al Ministerio del Interior", lo cual significa que ante el 
llamado de alguien que dice que están ocupando tal planta, el Ministerio del Interior calificará si va o no, por 
sí y ante sí, concepto con el que, en principio, nosotros no estamos de acuerdo. El plural no lo empleo para 
eludir ninguna responsabilidad, sino porque estoy hablando en nombre de nuestra bancada. En consecuencia, 
ese artículo 1” no es correcto desde el punto de vista conceptual. 


También debo decir que hay circunstancias políticas que no pueden ser ignoradas. El Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social presentó un proyecto de ley en el cual se reglamentaban, de alguna manera, todas estas 
cosas. La sociedad, por lo menos la parte involucrada en esto -vale decir: la parte patronal, o los empleadores 
y los trabajadores-, hicieron críticas muy severas. 


El Gobierno entiende que este tipo de reglamentación -de acuerdo a la política que se ha trazado, de un 
diálogo permanente entre los distintos sectores de la sociedad- necesita un consenso mínimo, para el cual hay 
que trabajar mucho más. A nadie de los que estamos acá escapan las dificultades que se han tenido con este 
tema. Inclusive, aquí tenemos a un ex Ministro de Trabajo y Seguridad Social que sabe bien todas las 
dificultades que este tema trae. 


Nosotros hemos dejado políticamente este tema en manos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En 
consecuencia, a partir de ahí se seguirá trabajando y negociando, buscando en lo posible una salida 
consensuada a un tema que evidentemente importa; pero en principio debo decir que no estamos de acuerdo 
con la situación planteada. 


Por lo tanto, con este comentario, que es absolutamente político, pero que me parece que es pertinente en este 
lugar, termino mi intervención. 


SEÑOR LORENZO.- Aquí hay dos temas aunque, como bien señalaba el señor Diputado Orrico, están 
relacionados. Si se habilita un procedimiento de desalojo como el que se plantea en este proyecto de ley, 
está el presupuesto de que la acción es ilícita. 


Sobre el tema doctrinario respecto del derecho de huelga, creo que ameritaría tener una reunión integrada con 
la Comisión de Legislación del Trabajo, que ha estado trabajando este tema muy profundamente. La doctrina 
es menos unánime o mayoritaria de lo que se ha expresado aquí. Lo que sucede es que hay ámbitos de 
resonancia académica que, alguna manera, sí están integrados mayoritariamente por quienes sostienen una 
posición, pero hay posturas de otro tipo. De hecho, inclusive, estas se basan en la doctrina internacional y en 
el tratamiento que da a este tema la Organización Internacional del Trabajo. O sea que no es tan mayoritaria 
como se ha planteado. Es más: a nivel internacional predomina el concepto de que la ocupación del lugar de 
trabajo no integra el derecho de huelga, que eventualmente es una extensión que, "a priori", es considerada 
ilegítima, sin perjuicio de que haya supuestos o condiciones que pueden volverla legítima. 


Haciendo una comparación con el Derecho penal, es como la legítima defensa: de alguna manera, yo puedo 
desplegar una acción que "a priori" es considerada ilegítima, como respuesta a un daño mayor. 


SEÑOR ORRICO.- Simplemente quiero destacar que cuando hablé de la casi unanimidad de la 
doctrina y de la jurisprudencia, me refería a la nacional. No estoy hablando del Derecho chileno, por 
ejemplo, que lo conozco y no comparto. 


SEÑOR LORENZO.- Yo también me refería a la nacional, a que esa mayoría tan clara no es tal. Hay 
muchos expertos que se han manifestado en un sentido contrario al que se reputa como mayoritario, 
inclusive en eventos recientes, específicos de Derecho laboral. Se trata de opiniones muy calificadas, 
por lo que traer a colación la doctrina internacional no es irrelevante en un tema que no está 
reglamentado, como es el Derecho de huelga, en un país como el Uruguay, que de alguna manera toma 
como referencia a la Organización Internacional del Trabajo en sus regulaciones internas. 


Decía que partiendo de la base de su ilegitimidad, es considerada legítima bajo ciertas condiciones. Hay 
algunos proyectos de ley, a los que hacía referencia el señor Diputado Borsari Brenna, que establecen las 


condiciones en las cuales ese Derecho de ocupación es legítimo en este sentido que yo venía manifestando. 
No obstante ello y que están relacionados, el proyecto que plantea el señor Diputado Borsari Brenna, junto a 
otros legisladores del Partido, viene a subsanar una situación planteada como consecuencia de la derogación 
del decreto que habilitaba la desocupación, que bien se sabe ha sido práctica -probablemente el señor 
Diputado Alonso lo vaya a especificar con mayor detalle y con mayor autoridad, basada en su experiencia- y 
no establecía una forma automática de desocupación. Establecía un procedimiento para ejercer una facultad 
que algunos entendían que no necesitaba ley habilitante porque, en definitiva, es el rol del Ministerio del 
Interior ante, obviamente, una acción que "a priori" se reputa ilegítima; no es que ella sea neutra. 


Entonces, este proyecto de ley busca sustituir aquel decreto que se derogó porque se entendía que era ilegal. 
Habiendo ley, ya no hay ilegalidad. Tiene una redacción que, de alguna manera, genera la posibilidad de que 
el Poder Ejecutivo pueda ejercer esta facultad. Se puede buscar una redacción alternativa, pero el "Facúltase 
al Ministerio del Interior" no establece que esta Cartera deba, en todo caso, proceder al desalojo. 


Entonces, está bien traer a colación el tema de la ocupación, la discusión doctrinaria y las posiciones que se 
puedan adoptar en este punto, pero también está bien entender este proyecto de ley como una iniciativa que 
vino a sustituir un vacío legal que, inclusive, fue entendido de esa manera por el propio Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social cuando dijo que su opinión no hubiera sido la que llevó adelante el Ministerio del Interior 
cuando derogó el decreto. 


SEÑORA TOURNÉ.- No voy a entrar en el debate acerca de lo que hace al derecho de huelga y a las 
ocupaciones, porque no es materia del proyecto. Lo podemos discutir y me encanta hacerlo, ya que 
participé durante diez años de la Comisión de Legislación del Trabajo y tuve otros tantos de 
sindicalista. Por lo tanto, es una materia que me interesa muchísimo. 


La discrepancia que voy a manifestar con el proyecto de ley en cuestión es que confiere al Ministerio del 
Interior una facultad que, a mi juicio, no tiene por sí ni ante sí y tampoco debe tener; la que determina la 
intervención del Ministerio del Interior es la Justicia; esa es mi concepción. No le faculto al Ministerio del 
Interior, por sí y ante sí, la intervención en casos de ocupación, porque no me parece que corresponda a dicha 
Cartera sino ser el brazo ejecutor de las disposiciones de la Justicia. 


En cuanto al vacío legal, algo de lo que dice el señor Diputado Orrico es así. Además, hay una práctica 
concreta que parecemos olvidar, de acontecimientos ocurridos hace pocos meses. Hubo desalojos y violencia 
-que todos lamentamos- en ocupaciones, pero intercedió la Justicia y, en todos los casos, si mal no recuerdo, 
falló a favor de los empresarios. Por lo tanto, no es que exista ningún tipo de vacío legal, sino que parece que 
lo que nos cuesta asumir es lo que tiene que ser, es decir, que sea la Justicia la que dirima estas cosas y no el 
Ministerio del Interior. Porque, ¿decide el Ministerio del Interior cuándo tiene que intervenir? 


SEÑOR LORENZO.- Entiendo el punto que plantea la señora Diputada Tourné. En este caso, se 
podría aplicar ese criterio, que se entienda que un tema que debe ser resuelto por la Justicia, en este 
caso, no debe ser objeto de una facultad otorgada al Ministerio del Interior. Lo que quería precisar es 
que el Ministerio del Interior no solamente es el que ejecuta las decisiones de la Justicia, sino que 
además tiene una actividad de prevención. 


SEÑORA TOURNÉ.- Estoy totalmente de acuerdo. No comparto que en estos temas a los que refiere el 
proyecto -estoy hablando de lo que está escrito; como dicen "Les Luthiers", toque lo que está escrito-, 
de relaciones laborales, sea una facultad por sí y ante sí del Ministerio del Interior, porque no es un 
tema de seguridad pública, en el que sí comparto que dicha Cartera tenga un rol sustantivo. Me da la 
impresión de que no hubo demoras -la Justicia puede hacer y hace mucho-, a las que se alude cuando 
se presentan estas cosas y se va a la Justicia. La experiencia concreta que tenemos de los casos 
recientemente laudados sobre los que la Justicia se expidió es que fueron juicios muy rápidos. 


En otro orden de cosas, me da la impresión de que siempre estamos preocupados por los síntomas, y habría 
que preguntarse por qué se producen las ocupaciones, abriendo un panorama amplio de la causalidad. Me da 
la impresión de que nos ocupamos de los síntomas y, a mi juicio, tal vez sería mucho más pertinente que nos 
ocupáramos de la prevención de fenómenos de conflictos que se están dando, que es materia de la Comisión 
de Legislación del Trabajo. 


En ese sentido, me parece mucho más loable que nos preocupáramos por proponer e impulsar una ley de 
convenios colectivos que prevengan situaciones que puedan surgir, antes que dar al Ministerio del Interior - 
que es mi confrontación de base con el proyecto- un rol en materia laboral en la que, para mí, no tiene ni debe 
tener competencia, sino como brazo ejecutor de la Justicia. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tiene 
mucho más competencia en la materia y, según mi experiencia como sindicalista, jugaba ese rol; es decir, se 
ponía de acuerdo con el Ministerio del Interior y con los trabajadores cuando se daban los desalojos. En 
general, esa era la práctica. Es decir, la situación quedaba sujeta a la buena voluntad y al uso y costumbres de 
las autoridades. 


En definitiva, yo no apoyo este proyecto porque creo que en este caso no es el rol del Ministerio del Interior 
esta amplísima facultad, que considero no debe tener en lo que hace a los derechos de las trabajadoras y de 
los trabajadores. 


SEÑOR ALONSO.- Primero, quiero destacar la oportunidad de abrir el debate a nivel parlamentario, 
sin adelantar posición firme respecto del proyecto que se está considerando. 


Se trata de un tema que notoriamente involucra muchas aristas de la vida de la sociedad y que, a mi entender, 
surge a partir de una desinteligencia del Gobierno. 


Como la parte final de la exposición del señor Diputado Orrico estuvo centrada en el análisis político de la 
cuestión, yo no quiero dejar de hacer este comentario. 


Esto no quiere decir que haga una cerrada defensa del marco normativo que se tenía antes, que podría ser 
objetable. Notoriamente, estamos frente a una situación en la que no se tomaron las previsiones del caso para 
que el nuevo marco normativo no diese más inseguridades; no tengo ninguna duda. Hubo varios tiempos en 
esta materia y este es uno en el cual todavía el tema no ha sido resuelto. Por lo tanto, a nuestro entender, 
sigue generando incertidumbres a los actores de uno y otro lado. Además, parecería que ha llegado la hora - 
vuelvo al inicio- de que este tema vuelva a tomar estado parlamentario, porque también tenemos nuestras 
responsabilidades. 


No voy a ingresar ahora en el análisis de la justificación de una u otra línea interpretativa respecto de si la 
ocupación se trata o no de un derecho o de una prolongación de un derecho de huelga -tengo mi posición 
formada, que es contraria-, pero quiero reafirmar lo que dijo el señor Diputado Lorenzo en el sentido de que 
no es unánime la doctrina, ni mucho menos, en materia de la determinación de la legalidad de la ocupación 
como derecho. 


Cuando se abra la oportunidad para hacer las presentaciones, haremos convocatorias, escucharemos a los 
distintos especialistas y, evidentemente, vamos a encontrar más de una posición en la doctrina nacional. 


Sin perjuicio de eso, quiero hacer un comentario que es más de corte político. Así como marco que el 
Gobierno actuó con falta de coordinación cuando procedió a derogar el decreto que instrumentaba el 
proceder del Estado en materia de ocupaciones -o desocupaciones, como se quiera definir-, digo que 
comparto la línea que está llevando adelante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, porque creo es la 
que originalmente se debería haber ensayado. Considero que es acertado lo que está haciendo o lo que está 
procurando hacer el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el sentido de escuchar a los actores y 
conocer qué opinan las partes intervinientes, nutrirse de lo que son sus expectativas y procurar llegar a 
entendimientos, que es el rol básico de esa Cartera. Según expresiones de su titular, entiendo que no fue 
debidamente escuchado en el momento de procederse a la derogación del decreto que enmarcaba estas 
situaciones. 


Entonces, podemos ir por el camino de analizar este proyecto en esta Comisión, integrarnos a la Comisión 
especializada, reclamar al Gobierno su iniciativa, si la tiene. El planteo es oportuno y va a dar para una larga 
discusión en la que prefiero incorporar al Parlamento. No quiero decir que el Gobierno no tenga la potestad o 
prerrogativa de proceder -ya he dicho que comparto su forma de proceder en este tema puntual desde el 
Ministerio de Trabajo, escuchando a los actores-, pero también es bueno que tengamos participación en el 
momento que sea necesario. Parecería que esa participación se está haciendo necesaria porque da la 
impresión de que estamos frente a una situación de trancazo que obedece a la actitud que han tomado los 
actores en este tema. 


SEÑOR LORENZO.- Aquí hay un tema de perspectivas de hasta dónde debe preservarse el orden 
público y hasta dónde debe preservarse el ejercicio de otros derechos. No se trata solamente del 
derecho de huelga; hay que adoptar distintas perspectivas. Una de las grandes discusiones que se da en 
el ámbito laboral respecto de la legitimidad de la ocupación -con independencia de que se entienda 
parte del derecho de huelga, extensión o un derecho distinto- es qué pasa cuando hay mayoría de 
trabajadores de la empresa ocupada que quieren entrar a trabajar. Aquí entra en colisión el derecho de 
huelga, si es que lo integrara la ocupación, con el derecho al trabajo. Aquí se da una situación que 
afecta dos derechos -quizás más-: el de la propiedad -los inherentes a la condición de empleador, 
etcétera- y el del trabajo. 


Es claro que el Gobierno, desde una perspectiva de definición política, no quiere entrar a regular el tema, o 
quiso pero, en definitiva, la opinión contraria de los actores de las relaciones laborales, hace que no lo haga: 
unos porque están en contra de que se regule y otros porque su regulación tiene implícita la aceptación de la 
ocupación como un derecho, y por lo tanto se traba la situación. Como decía el señor Diputado Alonso, está 
bien que el Ministerio actúe de esa manera. 


El problema es dónde ponemos los límites que tienen que ver con el orden público; este fue el motivo de la 
interrupción a la señora Diputada Tourné, en el sentido de que el Ministerio del Interior puede actuar y de 
hecho actúa. Si hay una manifestación -que es legítima- de trabajadores de cualquier empresa privada, que 
interrumpen el transito en la vía pública, el Ministerio del Interior puede -es más: debe- sacar esa 
manifestación. De hecho lo hace, inclusive, cuando mantiene un diálogo previo o colabora para que la 
marcha se desarrolle en un ámbito pacífico. 


Por supuesto no se me escapa que es distinto el tránsito en la vía pública, la ocupación de lugares que son de 
uso público, que la afectación de otras situaciones jurídicas, como son el derecho al trabajo o a la propiedad, 
la disponibilidad de los factores del trabajo, no la mano de obra, sino de otros por parte del empresario. Más 
allá de la discusión acerca de dónde está el derecho de ocupación -o acción ilegítima para algunos otros- hay 
un ámbito en el cual el Ministerio del Interior puede actuar. Obviamente hay distintas opiniones respecto de 

hasta dónde puede ir; y está bien que sea así. 


Vayamos a otro tema y olvidemos las relaciones laborales. Pensemos en el planteo que hizo el señor 
Diputado Rodríguez Servetto con respecto a los proyectos de ley sobre las ocupaciones de fincas particulares 
y veremos que es la misma situación. Se puede dar el caso de que en el fondo de mi casa alguien se instale 
con una carpa. Se podrá decir que lo debe definir el Poder Judicial, que el Juez Penal debe decidir si existe 
usurpación o posesión y así generarse una discusión al respecto. Por otro lado, existe la posibilidad de que yo 
llame a la Policía para que los saquen de mi casa, que es como debería ser, porque quien está en posesión del 
bien soy yo. Es más: el particular podría sacarlos. Obviamente, hay temas que tienen que ver con el 
domicilio, que están protegidos en la Constitución. 


Me parece que no hay que reducir la visión de estos temas exclusivamente a las relaciones laborales, lo que 
también es opinable. Hay que darle al Ministerio del Interior la perspectiva que tiene este proyecto, en 
particular la posibilidad de preservar y proteger otros derechos -como lo ha hecho, o como lo hace-, pero no 
respecto de la ocupación de un lugar de trabajo, sino de otras situaciones en las que actúa. Recientemente, en 
una manifestación que no tuvo que ver con relaciones laborales sino con organizaciones gremiales, el 
Ministerio del Interior desocupó el campamento de los deudores "contumaces" -lo digo entre comillas y en 
tono irónico- que teníamos frente al Palacio Legislativo; lo hizo en el marco de sus facultades; no hubo 
ningún Juez que decidiera que debían irse. 


(Interrupción de la señora Representante Tourné) 


——Como dice la señora Diputada Tourné, son situaciones distintas. Ya estuve hablando de eso, se puede leer 
en la versión taquigráfica. 


Estaba tratando de incorporar visiones más amplias para poder dar una discusión de fondo sin caer en un 
reduccionismo de este tema al plano de las relaciones laborales, más allá de que, evidentemente, ahí es donde 
está situada la definición de este punto en el fondo. Pero acá estamos tratando las facultades que puede tener 
el Ministerio del Interior en estas situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE (Borsari Brenna).- Como ha dicho el señor Diputado Alonso, seguramente este 
tema estará en la consideración de esta Comisión y de alguna otra; creo que es bueno que esté en la 
agenda parlamentaria. 


Como bien se dijo aquí, el decreto, de pacífica aplicación durante décadas, que fue derogado por el Poder 
Ejecutivo no contó con el acuerdo del Ministro de Trabajo de ese momento, quien lo expresó públicamente. 
Me parece que hay cuestiones, como la alteración del orden público, el derecho de propiedad y el derecho al 
trabajo que deben ser respetados y deben ser tutelados por el Estado. 


En muchos de estos casos hay alteraciones del orden público; quizá en algunos no. A través de los medios de 
comunicación hemos visto innumerables ocupaciones que han sido hechas bajo la violencia de tirios y 
troyanos, de quienes ocupaban y de los propietarios de los locales industriales o comerciales. Sin duda, eso 
entra dentro de la alteración del orden público. 


Aquí se ha dicho que sería bueno incluir el tema dentro de una ley de convenios colectivos. Muy bien; pero 
hemos visto un mes sí y otro también que el Poder Ejecutivo, los empresarios y los trabajadores no se han 
puesto de acuerdo con respecto a un marco legal específico sobre este tema. Entonces, acá se trata de darle 
una facultad al Estado a efectos de poder preservar, entre otras cosas, el orden público, el derecho de 
propiedad y el derecho de trabajo. En muchos casos se da la situación de gente que quiere trabajar y ve 
impedido el ejercicio de su derecho -como bien ha dicho el señor Diputado Lorenzo- porque hay una parte 
del gremio ocupando ese lugar de trabajo. 


Seguramente, en las próximas sesiones discutiremos estos temas. Queremos votarlo y ponerlo en 
consideración a efectos de que cada uno dé su opinión política, pero también su posición final respecto de 
este tema. 


SEÑOR CÁNEPA.- Comparto lo expresado por la señora Diputada Tourné, pero hay temas de fondo 
que se han planteado o están vinculados a la concepción del proyecto. Por lo tanto, quiero hacer dos 
precisiones desde nuestra perspectiva. 


Creo que no es correcto transmitir que ahora ingresa al ámbito parlamentario esta discusión. En mi opinión, 
la Comisión de Legislación del Trabajo ha seguido muy de cerca este tema y nos consta que todos sus 
miembros han mantenido muchas reuniones con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en un ámbito de 
intercambio. Esto no es nuevo; por suerte es una práctica muy común de todos los Gobiernos de nuestro país. 
Todos los presidentes de la Comisión -actualmente perteneciente a la oposición- han mantenido un diálogo 
continuo con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 


Este tema se evaluó en conjunto con la Comisión y con el Ministerio, dada la nueva política de relaciones 
laborales que impulsó el Gobierno a partir de su asunción. Es nueva en algunos aspectos, no en todos, porque 
los Consejos de Salarios ya existían en el Uruguay, tal como lo establece la ley vigente. Ha innovado en otros 
aspectos, por ejemplo, lo que se ha dado en llamar el "tripartismo", en cuanto a actuar como un ámbito de 
diálogo permanente. Es una metodología que ya habían instrumentado otros Ministros pero que ahora se 
instala de una manera más formal y con un mecanismo de trabajo distinto. Existe un Consejo Superior de 
Salarios que se acaba de reunir y en este momento se están iniciando las rondas del Consejo de Salarios que 
ya no son tanta noticia como el año pasado. 


En mi opinión, este tema ha estado y está presente con la participación de los parlamentarios. Quiero despejar 
la idea de que se ha manejado entre empresarios, trabajadores y Poder Ejecutivo sin presencia parlamentaria. 
Creo que no es así. Quiero dejar la constancia en la versión taquigráfica, y no es porque se haya dicho. La 
Comisión de Legislación del Trabajo ha seguido de cerca el tema y ha tenido opinión y participación en él. 


Con respecto al tema de fondo, voy a ser muy breve. Quiero aclarar algunas cosas. En cuanto al tema del 
derecho, necesitaríamos discutirlo más a fondo, aunque algunos no lo comparten, inclusive, en mi bancada. 
Con respecto al Derecho laboral, una disciplina todavía nueva desprendida del Derecho civil, está muy 
imbuida de las concepciones ideológicas que uno tenga en cuanto a la sociedad, ya que se trata de la relación 
entre el capital y el trabajo. 


Les recuerdo que entre los grandes debates que uno tiene que estudiar está el que se mantuvo acerca de si los 
funcionarios públicos tenían o no el derecho de hacer huelga, un tema profundamente debatido políticamente 
y también desde el punto de vista doctrinario. Hubo grandes maestros del Derecho que tuvieron una posición 
durante la década del cuarenta y otra diferente al final de los años cincuenta. 


Durante mucho tiempo se podía decir que era de una manera o era de otra, y debo decir que hay expresiones 
que se utilizan cuando están respaldadas por la amplia mayoría, porque en este país no debe de haber nada 
unánime, y está muy bien que así sea. Coincido con el señor Diputado Orrico en cuanto a que lo más 
relevante de la doctrina nacional tiene esta posición. 


Para mi no es solamente ese el problema, sino que también hay un tema de fondo. Hay una cierta paradoja, 
porque quienes son más liberales y quieren menos regulación en algunos aspectos económicos son los que 
piden más regulación en este tipo de derechos, como el derecho de huelga y otros implicados aquí. Por otro 
lado, quienes pensamos que se debe regular más algunos aspectos de la economía, no queremos que se regule 
este derecho. La posibilidad está prevista en el artículo 57 de la Constitución, y cuando se sanciona a nivel 
constitucional -en mi opinión, se declara, porque el Derecho ya existía antes de la Constitución y esta no lo 
da-, claramente, se habilita la posibilidad de su regulación. Yo no comparto la regulación del derecho de 
huelga. No es el debate de hoy, pero estamos tocando un tema con respecto al cual tenemos concepciones 
distintas. 


Con respecto al proyecto, considero que no se trata de cómo resolvemos el tema coyuntural. No lo comparto, 
porque no creo que sea la función dar por ley la potestad o la facultad para desalojar, como dice el artículo 1*. 
Aclaro que el Ministerio del Interior no necesita ninguna ley para actuar cuando hay alteración del orden 
público. Quiero ser muy claro. Si el Gobierno y el Poder Ejecutivo entienden y evalúan que hay alteración 
del orden público en cualquier manifestación ciudadana, tienen el deber, no el derecho -si así lo entienden, 
porque es un problema de evaluación política- de actuar a través de su brazo armado interno, es decir, la 
Policía. Es un mandato constitucional y no hay ley que lo determine. 


Lo que podemos inferir es un problema de diferencias, porque si entendemos que la ocupación de una fábrica 
constituye una alteración del orden público, tenemos diferencias. Yo he escuchado por ahí decir que el solo 
hecho de la ocupación constituye una violencia. Tenemos diferencias; hablemos claro. Yo entiendo el matiz 
que ha dado el señor Diputado Orrico en cuanto a no hablar de extensión sino de partes, y entiendo el 
conflicto de derechos que se da en muchas circunstancias. Tengo claro cuál derecho se debe tutelar más, bajo 
determinadas circunstancias. Porque ningún derecho es absoluto en nuestra legislación, ni siquiera el derecho 
a la vida, ya que la legítima defensa está prevista, y en ese caso se produce la muerte de un ser humano y no 
hay pena. Por lo tanto, no hay derechos absolutos. 


Lo que está claro es que cuando hay conflicto de derechos, aun cuando tengan rango constitucional, podemos 
dar nuestra opción legal. Pero cuando hay conflicto de intereses -porque podemos estar confundiendo el 
derecho con el interés-, comparto lo que expresaba la señora Diputada Tourné: debe decidir la Justicia. 
Porque cuando no hubo acuerdo a nivel de los mecanismos establecidos, hay un Poder del Estado que 
resuelve continuamente los conflictos de intereses entre privados en nuestra sociedad. 


Yo comparto que, en el caso de que la Justicia resuelva, el Ministerio del Interior debe cumplir 
inmediatamente. El otro día se dio una situación particular, porque las decisiones de dos jueces eran opuestas. 
Uno dictaminó una medida, y el otro, otra, con el mismo nivel de legitimidad y alcance legal. Por eso, 
comparto la intención de encontrar un mecanismo que dé certidumbre, que es lo que aquí se está pidiendo. 
No dudo de que esa haya sido la intención del proyecto, pero tenemos diferencias en cuanto a establecer a 
nivel legal este tipo de soluciones con estos mecanismos. Pero no es que consideremos que el proyecto es una 
locura; simplemente, son diferencias. 


Finalmente, quiero dejar sentada la necesidad de establecer, si es necesario para las partes, un proceso que 
tenga rango legal o que implique cómo se va a dirimir determinado tipo de conflictos, y que el Estado está 
trabajando en ese camino de dar certidumbre a los empresarios y a los trabajadores. 


SEÑOR ALONSO.- Quisiera hacer una pequeña aclaración. A las pruebas me remito. Tanto no se ha 
resuelto el tema que llevamos catorce meses desde que se derogó el decreto, ha habido señales, ha 
habido negociaciones, y el tema sigue sin resolverse. Hay un proyecto que va y viene, y soluciones 


administrativas que se anuncian y no se toman. No desconozco que la Comisión especializada de la 
Cámara ha estado trabajando, pero digo que me parece muy bien que se dé un impulso a este tema 
para empujar al Gobierno a que haga algo, porque lo peor que puede pasar es que no se definan las 
cosas. La indefinición genera incertidumbre, y lo que necesita Uruguay es tener certeza. En varios 
campos podemos tener un discurso parecido; en especial, en este lo tenemos. 


SEÑOR SALSAMENDI.- El planteo que ha venido realizando el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social es relativo a la prevención de conflictos, es bastante más general, y como se ha señalado 
recientemente, la intención es poder incorporar globalmente el tema desde la perspectiva de la 
prevención de conflictos sin resignación de los derechos que una u otra parte entiendan eventualmente 
afectados en el marco de una ley más global de negociación colectiva. 


Este es el marco en el que se ha venido trabajando. Obviamente, existen intereses contrapuestos y legítimos. 


La mayoría de las ocupaciones que se dieron en un momento puntual y concreto generó, de algún modo, una 
especie de alarma pública, en algunos casos. Prácticamente todas estaban relacionadas con incumplimiento, 
en general, de acuerdos preexistentes. Ese es el marco en que se dio la casi absoluta mayoría de las 
ocupaciones que se realizaron fundamentalmente el año pasado. 


Es evidente -lo han señalado todos- que acá existen intereses diferentes, obviamente contrapuestos: el interés 
de la maximización del lucro por parte del empresario y el interés de obtener la mayor participación en las 
ganancias de parte de los trabajadores. Eso es parte de un conflicto de base, sobre el cual no nos vamos a 
poner a teorizar aquí, porque son de sobra conocidas las posiciones al respecto. 


Pero hay un interés que, creo, compartimos todos: que el país funcione, que en el marco de las empresas la 
producción se pueda dar dentro de la mayor capacidad de entendimiento posible entre los actores que allí 
participan. Creo que todos compartimos que lo mejor que le puede pasar al país no es eliminar la existencia 
de intereses contrapuestos -lo que en principio y en este marco no resulta "planteable"-, sino intentar 
minimizar y prevenir al máximo la eventualidad de la existencia de conflictos que afecten directamente la 
producción, tomando al país globalmente. 


Es necesario remarcar que, desde nuestra concepción, las empresas -cualquier unidad de producción en este 
país- no presentan solo un problema de la defensa de un derecho de propiedad. No se trata de una casa, una 
casa habitación. No es comparable, entre otras cosas porque inevitablemente la propiedad, quizá como nunca, 
se plantea en los términos de un fin social que a todos interesa 


En ese marco es que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social está trabajando. 


Ahora quiero plantear un último punto: el método. El método que se ha escogido -no solo para este tema- es 
generar ámbitos de negociación en los que participen el Poder Ejecutivo, los interesados y también el Poder 
Legislativo, en la búsqueda de una solución consensuada, precisamente porque la finalidad que todos 
compartimos es lograr que esto funcione adecuadamente y no a partir de la imposición de una norma 
determinada que quizá no cuente con la aquiescencia de alguna de las partes y, por ende, más que solucionar, 
en todo caso genera un nuevo conflicto. 


Esto a nosotros nos parece vital y quiero enmarcarlo dentro de un planteo que parte del diagnóstico de que 
Uruguay, lamentablemente, no ha logrado hasta el momento, por causas diversas -no es el momento de 
analizarlo-, construir efectivamente un proyecto nacional de desarrollo. En consecuencia, el ámbito del 
tripartismo no es solo un lugar para debatir aspectos específicos como los que estamos debatiendo sino para 
generar entre los interesados el involucramiento efectivo, en el marco de ese proyecto que debemos 
necesariamente construir entre la mayor cantidad de uruguayos posible. 


Esta es la línea en la que se viene trabajando. Me interesaba rescatar esto y, también, señalar dos 
conclusiones en las que me parece vital poner el acento. En primer lugar, reitero: no se está planteando desde 
el Gobierno la regulación del derecho de huelga, en ninguna de sus manifestaciones, por entender que el 
desarrollo autónomo que ha venido teniendo este derecho es correcto y se corresponde con la tradición de 
Uruguay, etcétera. Lo que sí se está planteando es la posibilidad de generar un mecanismo de prevención de 
conflictos que, en definitiva, ampare los intereses de ambas partes. 


En segundo término, en lo personal no estoy de acuerdo con las expresiones de la mayoría de los integrantes 
de la central sindical en este aspecto. Creo que cuando se plantea que se está regulando el derecho de huelga 
no es correcto. 


También quiero señalar que, desde el punto de vista de los empresarios, nunca tuvieron problema en que el 
Estado regulara este aspecto a partir de la existencia del decreto del año 1966. Por lo tanto, lo que hoy están 
planteando no es un problema con una regulación determinada, sino que la regulación, tal y como se plantea 
a partir de la posibilidad de los mecanismos de negociación y del reconocimiento de los derechos de ambas 
partes, no les satisface. 


Pues bien: este es el problema y lo que se está imperiosamente intentando generar en procura de un acuerdo 
determinado. 


Esta es la situación y estoy de acuerdo con el señor Diputado Cánepa: no es que el Parlamento no esté 
incorporado. Obviamente, aclaro que comparto plenamente lo que se ha dicho anteriormente por la señora 
Diputada Tourné y por el señor Diputado Orrico. 


Por ende, creo que tratar separadamente estos temas en Comisiones diferentes, con procesos de discusión 
diferentes, etcétera, no es lo mejor, independientemente de entender las preocupaciones, los énfasis y la idea 


con la que se lo plantea. De todos modos, no hace falta aclarar que cualquier legislador tiene derecho 
absoluto a traer estos temas, plantear la preocupación y el proyecto respectivo, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este tema seguirá en discusión, en el orden del día de las próximas sesiones. 
Es bueno decir que este proyecto fue remitido por la Presidencia de la Cámara a esta Comisión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


